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Pereira, quince de octubre de dos mil nueve
Acta número 0064 del quince de octubre de 2009
En la fecha, siendo las tres y treinta de la tarde, conforme se programó en auto que precede, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública dentro de la que ha de absolverse la apelación interpuesta por las partes en contra de la sentencia dictada por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el 18 de marzo de 2009, dentro del proceso de doble instancia que Juan Alberto Calderón Umbasia le promueve a Colfondos S.A. y Pioneros Ltda. 
El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento y alude a estos,

ANTECEDENTES
Manifiesta el demandante, por medio de apoderado judicial, que prestó sus servicios como trabajador a empresas del sector privado, tiempo durante el cual estuvo afiliado al Instituto de los Seguros Sociales y a la Compañía Colombiana de Fondos de Pensiones y Cesantías Colfondos S.A.; que el 21 de enero de 2006 sufrió un accidente de transito que le originó una pérdida de la capacidad laboral del 59,23% calificada por la Compañía de Seguros Bolívar a través de dictamen del 16 de febrero de 2007. Señala que una vez iniciado el tramite para reclamar su pensión de invalidez, Colfondos negó el beneficio pensional bajo el argumento de que no cumplía el requisito de haber cotizado 50 semanas dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, en razón a que los aportes correspondientes a los periodos de julio de 2004 a enero de 2005 no se tenían en cuenta por haber sido canceladas extemporáneamente, de igual forma la AFP en su negativa manifestó que entre el 25 de septiembre de 1994 y el 16 de febrero de 2007 –fecha de la primera calificación de invalidez- no cotizó el 20% de éste periodo, toda vez que debió cotizar 129 semanas y solo había acreditado 100 semanas, incumpliendo con el requisito de fidelidad previsto en la Ley 860 de 2003.
Alega el actor que si bien es cierto los aportes para pensión fueron cancelados por Pioneros Ltda. en forma extemporánea, éstos se hicieron antes de calificarse la pérdida de la capacidad laboral, así mismo que siendo la AFP la encargada de administrar los aportes para pensión del actor, era su deber haber cobrado o demandado el pago de esos aportes, por tanto no puede alegar su propia negligencia para negar la pensión reclamada. Para finalizar recalca que las 50 semanas que dice Colfondos no fueron cotizadas, una vez imputados los pagos realizados por Pioneros Ltda entre el 24 de julio de 2004 y el 24 de enero de 2005, le llevan a acreditar al señor Calderón Umbasia un total de 413 días, los cuales corresponden a 59 semanas.
Con base en el sustento fáctico relatado pretende que se declare que tiene derecho a la pensión de invalidez y consecuente con lo anterior que se condene a la Compañía Colombiana Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Colfondos S.A. a reconocer y pagar el beneficio deprecado a partir del 21 de enero de 2006, como pretensión subsidiaria que se condene a la sociedad Pioneros Ltda. al pago de la susodicha pensión, así mismo que se condene a la empresa responsable a pagar los intereses de mora a la tasa máxima permitida por la ley; que se condene a Pioneros Ltda. al pago de los salarios y prestaciones sociales causados entre el 24 de enero de 2005 –fecha de terminación del contrato de trabajo- y la fecha en que se ponga al día en el pago de cotizaciones a la Seguridad Social y las costas del proceso a la entidad encargada de cancelar las prestaciones demandadas.

La demanda fue admitida por auto del 27 de julio de 2007, fl. 55, y se ordenó correrla en traslado a las demandadas. La demandada Pioneros Ltda. contestó a través de procurador judicial, fl. 68, pronunciándose respecto a los hechos, oponiéndose a las pretensiones, proponiendo como excepciones Falta de legitimación en la causa pasiva, Convalidación de los aportes, Prescripción, Inexistencia de la relación laboral pretendida y Genéricas. Así mismo la demandada Colfondos dio respuesta al libelo demandatorio, fl. 81, pronunciándose frente a los supuestos fácticos, rechazando las pretensiones y excepcionando Inexistencia de la obligación, Cobro de lo no debido, Ausencia de derecho sustantivo, Responsabilidad de un tercero, Falta de causa en las pretensiones de la demanda, “Prescripción y Genérica. 
Por otra parte la demandada Colfondos, llamó en garantía a la Compañía de Seguros Bolívar S.A. quien dio respuesta, fl.154, manifestándose frente a los hechos, oponiéndose a las pretensiones y excepcionando Inexistencia de la obligación de reconocer la pensión de invalidez al demandante por no reunir los requisitos mínimos legales para el efecto, Culpa o responsabilidad exclusiva del empleador, La mora patronal en el pago de aportes al sistema general de pensiones radica en cabeza del empleador incumplido la obligación de asumir el riesgo de su tardanza, Los efectos de la mora del empleador no se hacen extensivos a la aseguradora, Cobro de lo no debido, Buena Fe, Prescripción y Genérica.
Fracasó la fase conciliatoria ante la falta de tal ánimo en las partes, fl. 185. Agotadas otras etapas, el Juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite disponiendo la apertura del proceso a prueba ordenando tener por tales las que a las partes interesaron. 

Instruido en lo posible el debate, se clausuró el período probatorio convocándose a juzgamiento que fue proferido en audiencia pública llevada a cabo el 18 de marzo último, fl. 490. Son hechos incontrovertibles para la falladora en primera instancia la condición de inválido del señor Calderón Umbasia teniendo en cuenta su pérdida de la capacidad laboral de más del 50%, que estuvo afiliado a Colfondos realizando cotizaciones al rubro de pensiones, siendo cotizante activo al momento de producirse la invalidez; así mismo que la perdida de la capacidad laboral se estructuró el 21 de enero de 2006, entonces la normativa aplicable al caso correspondía a la Ley 860 de 2003 y que de conformidad a ésta el actor había cotizado 388 días, correspondientes a 55,53 semanas dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez sobrepasando las 50 semanas requeridas para obtener el beneficio pensional; en cuanto a la fidelidad con el sistema consideró que conforme al registro civil de nacimiento allegado los 20 años de edad fueron cumplidos el 26 de septiembre de 1994, que la primera calificación de invalidez se había surtido el 16 de febrero de 2007 transcurriendo un total de 4.461 días, siendo el 20% de ellos 892,20 días, los cuales equivalen a 127,5 semanas, es decir tenía un 29.9% de fidelidad con el sistema.
Para la a quo, de acuerdo a las probanzas recaudadas, el empleador cumplió con los descuentos de ley para pensiones, pero omitió su traslado dentro del plazo establecido a la AFP Colfondos, haciéndolo con posterioridad y cancelando los intereses de mora para el caso, considerando por tanto que ellos tienen plena validez puesto que el pago extemporáneo no deja per se sin efecto éstos periodos cancelados, mas aún si se tiene en cuenta que los dineros fueron recaudados por la Administradora sin que previamente gestionara acciones de cobro, consintiendo así al pago del empleador moroso. Respecto a la llamada en garantía Seguros Bolívar S.A., de conformidad con la fecha de ocurrencia del siniestro y la vigencia de la póliza suscrita con Colfondos, consideró que aquella estaba llamada a concurrir para responder en los términos y condiciones del contrato de seguros contenidos en la póliza No. 5030-000002-01. Finalmente concluyó que pese a la mora en el pago de aportes a seguridad social, el derecho debe ser reconocido al igual que los intereses moratorios establecidos en el articulo 141 de la Ley 100 de 1993 y que el conflicto acaecido por la negligencia del empleador y de la AFP debe ser subsanado entre éstos a través de los medios establecidos en la ley.
Señaló en el proveído respecto de petición deprecada por el señor Calderón Umbasia de pagar los salarios y prestaciones que se hubieran causado entre el 24 de enero de 2005 –fecha de terminación del contrato- y la fecha en que se pusiera al día Pioneros Ltda en el pago de las cotizaciones a la seguridad social, que efectivamente el empleador realizó los pagos en pensiones el 27 de julio de 2006, además de los intereses moratorios en cuanto a pensión y salud se refiere, de igual manera no se demostró mala fe de su parte, por tanto  no accedió a lo solicitado.  En cuanto a las excepciones declaró no probadas las formuladas por Colfondos y la llamada en garantía Compañía de Seguros Bolívar S.A., finalmente en la sentencia condena al reconocimiento de la pensión de invalidez  del señor Calderón Umbasia a cargo de la Compañía Colombiana Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Colfondos S.A., a los intereses de mora y  a las costas en un 80%.
Contra la anterior decisión se levantaron en apelación la demandada y la llamada en garantía.

El apoderado de la demandada, fl. 512, manifiesta como causales de inconformidad en la decisión proferida, que las cotizaciones correspondientes al periodo julio de 2004 a enero de 2005 se hicieron de forma extemporánea y posteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, creyendo con ello el empleador que podía subsanar su estado de mora, lo cual no es viable de conformidad con la ley; señala que el Sistema General de Pensiones se encuentra estructurado en un elemento de asegurabilidad, es así como quien paga la prima de forma oportuna tiene el beneficio de cubrimiento de los riesgos amparados siempre y cuando ésta se pague con anterioridad al siniestro, razón más que suficiente para determinar que el responsable directo del riesgo personal es el empleador Pioneros Ltda, más aún cuando fue éste el beneficiario de la fuerza laboral prestada por el trabajador y el que descontaba los aportes para seguridad social; de otro lado aduce que debe tenerse en cuenta que el pago de los aportes en mora por parte del empleador incumplido no equivale al allanamiento de la mora del empleador, ni la purga de las consecuencias de la misma, que para la AFP es imposible oponerse a pagos cuando ha acaecido el siniestro, ya que solo tiene noticia de tal situación al momento de ser reclamada la pensión, mientras que el empleador tiene conocimiento directo de ella.  Puntualiza afirmando que no existe prueba de que Colfondos conocía del siniestro al momento de recibir los referidos pagos, caso contrario del empleador Pioneros Ltda., quien no actuó de buena fe. 
Por su parte el apoderado de la llamada en garantía Compañía de Seguros Bolívar S.A., fl. 516, indica que el pago extemporáneo de los aportes por parte del empleador Pioneros Ltda, efectuado el 28 de julio de 2006, esto es 6 meses posteriores al siniestro, es circunstancia reconocida en la providencia de primera instancia sin que exista hesitación alguna al respecto, con lo cual se pone de presente la mala fe del empleador, por lo tanto quien debe asumir la prestación económica es éste. De otro lado hace un análisis de los elementos integrantes del contrato de seguro, específicamente el que corresponde al riesgo asegurable y afirma que para la época en que se realizaron los aportes -28 de julio de 2006- no existía el riesgo, puesto que la estructuración de la invalidez se dio el 21 de enero de 2006, con lo anterior reitera que el asegurado no había cumplido con los requisitos para que se le reconozca la pensión reclamada.
Concedido el recurso fueron enviados a este Sede los autos y corrido a las partes el traslado de rigor, dentro del cual ambas partes presentaron escritos respaldando sus posiciones, se procede a resolverlo con apoyo en estas

CONSIDERACIONES

Están reunidos los presupuestos procesales de competencia, capacidad para ser parte y comparecer en juicio y demanda en forma.

El recurso de alzada, presentado por el procurador judicial de la parte demandada Colfondos centra su inconformidad en que el afiliado al fondo no cumple con la densidad de cotizaciones necesarias para acceder a la pensión, toda vez que éstas fueron efectuadas extemporáneamente y posteriores al siniestro por parte del empleador.
De otro lado el apoderado de la llamada en garantía Compañía de Seguros Bolívar S.A. esgrime que se evidenció la mala fe del empleador al pagar las cotizaciones al Fondo de Pensiones no solo en forma extemporánea, sino posteriores al acaecimiento del siniestro, desdibujándose la unidad existente respecto de los elementos integrantes del contrato de seguro, pues durante el tiempo en que se efectuaron los aportes de acuerdo a la ley, el siniestro no tuvo ocurrencia.  
Es pertinente señalar que esta Corporación en pronunciamientos anteriores
, ha tomado posición en torno a la mora patronal de los aportes y sus consecuencias en los derechos del trabajador, indicando que, conforme con la Constitución y los desarrollos legales y reglamentarios, se atribuyen a las entidades administradoras de pensiones la función de exigir del empleador la cancelación de los aportes pensionales, por ello no es de recibo que la Compañía Colombiana de Fondos de Pensiones y Cesantías Colfondos S.A., después de autorizar el pago recibiendo los aportes atrasados con sus respectivos intereses moratorios, quiera ahora restar validez y eficacia a dichos pagos, aseverando que con ellos se quiera defraudar al sistema.
Respecto a la mora del empleador en el pago de aportes para pensión y su pago extemporáneo, la Corte Constitucional ha emitido diversos pronunciamientos, entre ellos la Sentencia T-239 de marzo 6 de 2008 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra:
“Sobre la base del funcionamiento adecuado de la relación tripartita que garantiza el reconocimiento de las prestaciones de la seguridad social, esta Corporación ha sido enfática en sostener que la entidad administradora de pensiones no puede negar a un trabajador la pensión a que tiene derecho con el argumento de que el empleador no ha realizado el pago de los aportes, “pues al trabajador se le descuentan estas sumas directamente de su salario mensual, y no resulta justo que deba soportar tan grave perjuicio por una falta completamente ajena a su voluntad, imputable directamente a su empleador y por la cual aquel debe responder… De lo expuesto, es claro, entonces, que la ley atribuye claramente a las entidades administradoras de pensiones la función de exigir al patrono la cancelación de los aportes pensionales, para solventar las situaciones en mora y para imponer las sanciones a que haya lugar, no siendo posible a aquellas alegar a su favor su propia negligencia en la implementación de esa atribución”. 

En la Sentencia T- 668 de 2007 al analizar la mora del empleador en el traslado de los aportes en pensiones, se puntualizó que:

“es claro, entonces, que la ley atribuye claramente a las entidades administradoras de pensiones la función de exigir al patrono la cancelación de los aportes pensionales, para solventar las situaciones en mora y para imponer las sanciones a que haya lugar, no siendo posible a aquellas alegar a su favor su propia negligencia en la implementación de esa atribución. También ha precisado la Corporación que, estando la entidad administradora facultada para efectuar el cobro de lo que por concepto de aportes le adeuda el empleador y no habiéndolo hecho, una vez aceptado el pago en forma extemporánea se entenderá como efectivo y, por tanto, se traducirá en tiempo de cotización.”

Sobre ese mismo tema la Sentencia T- 284 de 2007 indicó: 
“De lo expuesto, es claro, entonces, que la ley atribuye claramente a las entidades administradoras de pensiones la función de exigir al patrono la cancelación de los aportes pensionales, para solventar las situaciones en mora y para imponer las sanciones a que haya lugar, no siendo posible a aquellas alegar a su favor su propia negligencia en la implementación de esa atribución.”

Diáfanamente se colige de lo anterior que la Corte Constitucional es prolija y reiterativa en manifestar que los argumentos de las entidades administradoras de pensiones, en cuanto a la mora patronal en cotizaciones, van en contravía a la Constitución Política, cuando pretenden trasladar esa responsabilidad que les asigna la ley al trabajador o al empleador, razón más que suficiente para determinar que la mencionada mora del empleador en el pago de aportes, no es una justificación legal para negar la pensión de invalidez deprecada, puesto que una cosa es efectuar pagos extemporáneos de cotizaciones atrasadas de forma anormal, como sería el querer pagar antiguos aportes no cancelados como independiente o por medio de un empleador inexistente, y otra muy distinta es que el verdadero empleador moroso pague las cotizaciones atrasadas con la aquiescencia y aceptación de la Administradora de Pensiones con los respectivos intereses moratorios, pago que así realizado, se torna plenamente válido, pudiendo con ello tenerse tales abonos con resultados pensionales.
Al respecto, en reciente pronunciamiento, dijo la Corte Suprema de Justicia:

“No existe controversia en el proceso frente a que el causante fue afiliado al fondo de pensiones administrado por Horizonte S.A., el 8 de junio de 1995; que al momento de la muerte -16 de mayo de 1999- se encontraba prestando servicios a la empresa DELTA LEATHER LTDA.; y que para esa fecha su empleadora se encontraba en mora de los aportes a la seguridad social del lapso comprendido entre mayo de 1998 y el mismo mes de 1999, los cuales fueron cancelados con posterioridad al deceso.

…
Por último, resulta oportuno precisar para dar respuesta a las alegaciones del censor sobre el tema, que la Sala recientemente en sentencia de 22 de julio de 2008, rad. N° 34270, varió su jurisprudencia sobre los efectos de la mora patronal y estableció el criterio de que cuando se presente omisión por parte del empleador en el pago de las cotizaciones al Sistema de Seguridad Social en Pensiones y esto impida el acceso a las prestaciones, si además medió incumplimiento de la administradora en el deber legal que tiene de cobro, es a esta última a quien le incumbe el pago de las mismas a los afiliados o sus beneficiarios.
Precisó la Corte para el caso de los afiliados en condición de trabajadores dependientes, que si han cumplido con el deber que les asiste frente a la seguridad social de prestar el servicio y así causar la cotización, no pueden salir perjudicados ellos o sus beneficiarios, por la mora del empleador en el pago de los aportes y que antes de trasladar a éste las consecuencias de esa falta, resulta menester verificar si la administradora de pensiones cumplió con el deber de cobro.

Estos son los términos de la nueva jurisprudencia: 

“Las administradoras de pensiones tanto públicas como privadas son elemento estructural del sistema de seguridad social; mediante ellas el Estado provee el servicio público de pensiones, hoy tienen fundamento constitucional en el artículo 48 de la Carta Política, cuando le atribuye al Estado la responsabilidad por la prestación del servicio público de la Seguridad Social bajo su “dirección, coordinación y control”, y autoriza su prestación a través de “entidades públicas o privadas, de conformidad con la ley”.

“Las administradoras de pensiones han de estar autorizadas para fungir como tales si cumplen una serie de requisitos que las cualifican, bajo el entendido de que toda su actividad ha de estar ordenada a cumplir con la finalidad de prestar el servicio público de la seguridad social.

“Ciertamente las administradoras de pensiones como prestadoras del servicio público de pensiones, su comportamiento y determinaciones deben estar orientadas no sólo a alcanzar sus propias metas de crecimiento y beneficio, sino a  satisfacer de la mejor manera el interés colectivo que se realiza en cada persona que queda desprotegida por haberse cernido sobre sí una enfermedad o trauma que lo deja inválido, o la muerte sobre el miembro de la familia del cual depende, o sobre su afiliado cuando le llega el momento de su retiro de la vida productiva por imposición o disfrute de la vejez. 

“Es razón de existencia de las Administradoras la necesidad del sistema de actuar mediante instituciones especializadas e idóneas, ubicadas en el campo de la responsabilidad profesional, obligadas a prestar de forma eficiente, eficaz y oportuna todos los servicios inherentes a la calidad de gestoras de la seguridad social, actividad que por ejercerse en un campo que la Constitución Política estima que concierne a los intereses públicos, se ha de estimar con una vara de rigor superior a la que se utiliza frente a las obligaciones entre particulares.


        “Por lo dicho es que la responsabilidad de las administradoras de pensiones es de carácter profesional, la que le impone el deber de cumplir puntualmente las obligaciones que taxativamente le señalan las normas, cumplirlas todas con suma diligencia, con prudencia y pericia, y además todas aquellas que se le integran por fuerza de la naturaleza de las mismas, como lo manda el artículo 1603 del C.C., regla válida para las obligaciones cualquiera que fuere su fuente, legal, reglamentaria o contractual.

“Dentro de las obligaciones especiales que le asigna la ley a las administradoras de pensiones está el deber de cobro a los empleadores de aquellas cotizaciones que no han sido satisfechas oportunamente, porque a ellas les corresponde garantizar la efectividad de los derechos de los afiliados mediante acciones de cobro como lo dispone el artículo 24 de la Ley 100 de 1993.

“Si bien la obligación de pago de la cotización está radicada en cabeza del empleador (art. 22 de la Ley 100 de 1993), antes de trasladar las consecuencias del incumplimiento de ese deber al afiliado o a sus beneficiarios, es menester examinar previamente, si las administradoras de pensiones han cumplido el que a ellas les concierne en cuanto a la diligencia para llevar a cabo las acciones de cobro. 

“El afiliado con una vinculación laboral cumple con su deber de cotizar, desplegando la actividad económica por la que la contribución se causa. Esto genera un crédito a favor de la entidad administradora, e intereses moratorios si hay tardanza en el pago.

“Las administradoras de pensiones y no el afiliado, tienen por ley la capacidad de promover acción judicial para el cobro de las cotizaciones, por lo tanto no se puede trasladar exclusivamente la responsabilidad de la mora en el pago de las cotizaciones a los empleadores, sino que previamente se debe acreditar que las administradoras hayan adelantado el proceso de gestión de cobro, y si no lo han hecho la consecuencia debe ser el que se les imponga el pago de la prestación. 

“Se ha argüido que la atribución de las prestaciones en caso de mora en las cotizaciones a las administradoras de pensiones afecta el equilibrio financiero del sistema; pero es que éste no puede obtenerse disminuyendo la cobertura y en perjuicio del trabajador que sí cumplió con su deber ante la seguridad social como era causar la cotización con la prestación de sus servicios, sino mediante la acción eficaz de las administradoras de pensiones de gestionar el recaudo de los aportes, pues ese mecanismo no puede valer para proteger a las administradoras contra riesgos causados y no para la protección del afiliado”.” (
)
Establecido que el pago de aportes realizado por Pioneros Ltda es válido, procederemos a verificar el cumplimiento de los requisitos por parte del actor para acceder a la pensión de invalidez de conformidad con lo establecido en el numeral 1ª del artículo 39 de la Ley 100 de 1993, esto es, cotizar 50 semanas en los 3 años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, y demostrar una fidelidad al sistema del 20% del tiempo transcurrido entre la fecha en que arribó a los 20 años de edad y aquella en la cual fue calificado por primera vez su estado de invalidez; así las cosas, de acuerdo al reporte de semanas cotizadas emitido por Colfondos, fl. 98, se encontró que el señor Juan Alberto Calderón Umbasia acreditó un total de 395 días cotizados, los cuales corresponden a 56.42 semanas cotizadas entre el 1° de enero de 2004 y el 1° de enero de 2007, es decir mas de las 50 semanas que exige la ley.

Ahora bien, respecto a la fidelidad al sistema, tenemos que el actor acreditó los 20 años de edad el 25 de septiembre de 1994 y su estado de invalidez fue calificado por primera vez el 16 de febrero de 2007,  habiendo transcurrido entre dichas fechas un total de 4461 días, teniendo que el 20% de dicha suma corresponde a 892,20 días, cantidad que habrá de demostrarse como cotizadas en el mencionado periodo.

Teniendo en cuenta los documentos de folios 16, 98 y 204, se puede constatar que el demandante, entre el 25 de septiembre de 1994 y el 16 de febrero de 2007 cotizó un total de 1338 días, tal como acertadamente dedujo la a quo, razón por la cual, el segundo requisito contenido en la norma aplicable se encuentra debidamente cumplido, por lo cual no erró la funcionaria de primera instancia al reconocer el derecho reclamado.

Para finalizar, en cuanto los argumentos expuestos por la llamada en garantía Compañía de Seguros Bolívar S.A. de no tenerse como validos los aportes efectuados por el empleador moroso, ha sido reiterativa esta Corporación a lo largo del presente proveído en aceptar su eficacia; en lo que respecta a la inexistencia del riesgo para la fecha de pago de los aportes por haberse estructurado la invalidez con anterioridad a ellos, éste Juez Colegiado considera que aparece con meridiana claridad la póliza número 5030-000002-01 contentiva del contrato de seguros celebrado entre Colfondos y la Compañía de Seguros Bolívar S.A. fl. 118, con vigencia para los años 2005, 2006 y 2007, circunstancia que fue aceptada en la contestación que hiciera del llamamiento en garantía la Compañía de Seguros Bolívar S.A., lo cual reitera el llamado que se le hace en el presente asunto, además se evidenció que la ocurrencia del siniestro para el 21 de enero de 2006 fue en vigencia de la póliza, estando el amparo plenamente vigente, así entonces, son estos supuestos fácticos más que suficientes para que la llamada en garantía sea convocada a responder en los términos y condiciones del contrato celebrado.
En ese orden de ideas, se hace inequívoca la confirmación íntegra de la sentencia apelada, incluyendo la condenación en costas, de acuerdo a los parámetros del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 198 del artículo 1º del D.E. 2282 de 1989 y 42 de la Ley 794 de 2003. 
Costas en esta sede a cargo de la demandada y la llamada en garantía a favor del demandante.

A tono con lo discurrido la Sala Laboral de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA, la decisión objeto de apelación. 

Costas en esta sede a cargo de la demandada y la llamada en garantía a favor del demandante.
Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y se firma en constancia el acta por los intervinientes.

Los Magistrados,

Hernán Mejía Uribe

Francisco Javier Tamayo Tabares

Ana Lucía Caicedo Calderón
Lina María Arbelaez Giraldo
Secretaria
� Sentencia del 16 de abril de 2009. Rad. 2008-00178-01. Acta 0024. M.P. Hernán Mejía Uribe, entre otros.


(�). CSJ. Cas. Laboral. Sentencia de febrero 10 de 2009. Rad. 34256. M.P. Eduardo López Villegas.  
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